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de 1956, ha dispuesto el cumplimiento en sus propios términos de la refe-
rida sentencia y se publique el aludido fallo en el «Boletín Oficial del
Estado».

Madrid, 19 de junio de 1998.—P. D. (Orden de 11 de marzo de 1998,
«Boletín Oficial del Estado» del 18), el Subsecretario, José de Carvajal
Salido.

Ilmo. Sr. Director general del Servicio Exterior.

16756 ORDEN de 19 de junio de 1998 por la que se dispone el
cumplimiento de la sentencia de la Audiencia Nacional,
Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección Quinta,
dictada con fecha 24 de marzo de 1998, en el recurso nú-
mero 5/440/1996 interpuesto por don Santiago Miralles
Huete.

En el recurso contencioso-administrativo número 5/440/1996, inter-
puesto ante la Audiencia Nacional, Sala de lo Contencioso-Administrativo,
Sección Quinta, por don Santiago Miralles Huete, contra la Administración
General del Estado sobre revisión de retribuciones de funcionarios des-
tinados en el extranjero, se ha dictado, con fecha 24 de marzo de 1998,
sentencia, cuya parte dispositiva dice así:

«Fallamos: Que rechazando la causa de inadmisibilidad invocada por
la Abogacía del Estado y desestimando el recurso contencioso-adminis-
trativo interpuesto por la representación de don Santiago Miralles Huete,
contra la Resolución del Ministerio de Asuntos Exteriores, de 25 de enero
de 1995, debemos declarar y declaramos que la Resolución impugnada
es conforme a Derecho, sin hacer expresa imposición de costas.»

En su virtud, este Ministerio, de conformidad con lo dispuesto en los
artículos 17.2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, y 103 y siguientes
de la Ley de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, de 27 de diciembre
de 1956, ha dispuesto el cumplimiento en sus propios términos de la refe-
rida sentencia y se publique el aludido fallo en el «Boletín Oficial del
Estado».

Madrid, 19 de junio de 1998.—P. D. (Orden de 11 de marzo de 1998,
«Boletín Oficial del Estado» del 18), el Subsecretario, José de Carvajal
Salido.

Ilmo. Sr. Director general del Servicio Exterior.

16757 ORDEN de 19 de junio de 1998 por la que se dispone el
cumplimiento de la sentencia de la Audiencia Nacional,
Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección Quinta,
dictada con fecha 17 de marzo de 1998, en el recurso nú-
mero 5/364/1996 interpuesto por don Ramón Angulo Vicen-
te.

En el recurso contencioso-administrativo número 5/364/1996, inter-
puesto ante la Audiencia Nacional, Sala de lo Contencioso-Administrativo,
Sección Quinta, por don Ramón Angulo Vicente, contra la Administración
General del Estado sobre revisión de retribuciones de funcionarios des-
tinados en el extranjero, se ha dictado, con fecha 17 de marzo de 1998,
sentencia, cuya parte dispositiva dice así:

«Fallamos: Que rechazando la causa de inadmisibilidad invocada por
la Abogacía del Estado y desestimando el recurso contencioso-adminis-
trativo interpuesto por la representación de don Ramón Angulo Vicente,
contra la Resolución del Ministerio de Asuntos Exteriores, de 27 de julio
de 1995, debemos declarar y declaramos que la Resolución impugnada
es conforme a Derecho, sin hacer expresa imposición de costas.»

En su virtud, este Ministerio, de conformidad con lo dispuesto en los
artículos 17.2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, y 103 y siguientes
de la Ley de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, de 27 de diciembre
de 1956, ha dispuesto el cumplimiento en sus propios términos de la refe-
rida sentencia y se publique el aludido fallo en el «Boletín Oficial del
Estado».

Madrid, 19 de junio de 1998.—P. D. (Orden de 11 de marzo de 1998,
«Boletín Oficial del Estado» del 18), el Subsecretario, José de Carvajal
Salido.

Ilmo. Sr. Director general del Servicio Exterior.

16758 ORDEN de 19 de junio de 1998 por la que se dispone el
cumplimiento de la sentencia de la Audiencia Nacional,
Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección Quinta,
dictada con fecha 19 de febrero de 1998, en el recurso nú-
mero 5/2.933/1995 interpuesto por don José Carlos Rema-
cha Elvira.

En el recurso contencioso-administrativo número 5/2.933/1995, inter-
puesto ante la Audiencia Nacional, Sala de lo Contencioso-Administrativo,
Sección Quinta, por don José Carlos Remacha Elvira, contra la Adminis-
tración General del Estado sobre revisión de retribuciones de funcionarios
destinados en el extranjero, se ha dictado, con fecha 19 de febrero de
1998, sentencia, cuya parte dispositiva dice así:

«Fallamos: Primero.—Rechazar la causa de inadmisibilidad alegada por
el Abogado del Estado.

Segundo.—Desestimar el recurso contencioso-administrativo interpues-
to por la representación procesal de don José Carlos Remacha Elvira,
contra Resolución del Ministro de Asuntos Exteriores, de fecha 14 de sep-
tiembre de 1995, detallada en el encabezamiento de esta sentencia, que
se confirma por ser ajustada a Derecho, con todos los efectos inherentes
a esta declaración.

Sin expresa imposición de costas a ninguna de las partes procesales.»

En su virtud, este Ministerio, de conformidad con lo dispuesto en los
artículos 17.2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, y 103 y siguientes
de la Ley de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, de 27 de diciembre
de 1956, ha dispuesto el cumplimiento en sus propios términos de la refe-
rida Sentencia y se publique el aludido fallo en el «Boletín Oficial del
Estado».

Madrid, 19 de junio de 1998.—P. D. (Orden de 11 de marzo de 1998,
«Boletín Oficial del Estado» del 18), el Subsecretario, José de Carvajal
Salido.

Ilmo. Sr. Director general del Servicio Exterior.

MINISTERIO DE JUSTICIA
16759 RESOLUCIÓN de 9 de junio de 1998, de la Dirección General

de los Registros y del Notariado, en el recurso gubernativo
interpuesto por doña Pilar Pujadas Vernet, don José Sena-
bre Casan y don Francisco Fuste Martínez, Liquidadores
de la compañía mercantil «Promociones Balmar, Sociedad
Anónima», en liquidación, contra la negativa de don José
Ángel Gutiérrez García, Registrador mercantil de Barce-
lona número V, a inscribir una escritura de extinción de
sociedad anónima.

En el recurso gubernativo interpuesto por doña Pilar Pujadas Vernet,
don José Senabre Casan y don Francisco Fuste Martínez, Liquidadores
de la compañía mercantil «Promociones Balmar, Sociedad Anónima», en
liquidación, contra la negativa de don José Ángel Gutiérrez García, Regis-
trador mercantil de Barcelona número V, a inscribir una escritura de extin-
ción de sociedad anónima.

Hechos

I

El día 8 de septiembre de 1993, ante el Notario de Malgrat de Mar
don Ignacio Luis Cuervo Herrero, se otorgó por los Liquidadores de la
sociedad «Promociones Balmar, Sociedad Anónima», escritura de extinción
de la misma, exponiéndose que la Junta general de la sociedad, en sesión
de 6 de abril de 1992, acordó su disolución, habiéndose formalizado dicho
acuerdo en escritura autorizada por el Notario de Malgrat de Mar don
Augusto Ariño García-Belenguer el día 15 de abril de 1992, e inscrito en
el Registro Mercantil de Barcelona, y que el Balance final se aprobó en
la Junta general de 8 de marzo de 1993, que fue publicado en el «Boletín
Oficial del Registro Mercantil» de 6 de mayo de 1993, y en el diario «La
Vanguardia» de 21 de abril de 1993.
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II

Presentada la anterior escritura en el Registro Mercantil de Barcelona,
fue calificada con la siguiente nota: «Presentado el documento que antecede,
según el asiento 614 del diario 624. No se practica operación alguna por
observarse los siguientes defectos: 1.o No se acredita la válida adopción
del acuerdo social, aprobando el Balance final, ni se aporta el citado acuer-
do (artículo 275 de la Ley de Sociedades Anónimas). Se advierte que si
el acuerdo se adoptó mediante Junta convocada, deberán aportarse los
correspondientes anuncios de convocatoria (Resolución de 4 de diciembre
de 1994, y el artículo 107.2 del Reglamento del Registro Mercantil). 2.o Se
acompaña instancia en la que se manifiesta el extravío de todos los libros
de comercio a los efectos de lo dispuesto en el artículo 212.1 y 2 del
Reglamento del Registro Mercantil, instancia en la que se observa el siguien-
te defecto: Don José Senabre carece por sí solo de facultad certificante
(artículo 109 del Reglamento del Registro Mercantil). Barcelona a 17 de
noviembre de 1994.—El Registrador, Ángel Gutiérrez García.»

III

Los Liquidadores de la compañía mercantil «Promociones Balmar,
Sociedad Anónima», en liquidación, nombrados en virtud de acuerdo adop-
tado por la Junta general ordinaria universal, celebrada el día 6 de abril
de 1992, elevado a público en escritura autorizada por el Notario de Malgrat
de Mar don Augusto Ariño García-Belenguer el día 15 de abril de 1992,
interpusieron recurso de reforma contra la anterior calificación y alegaron:
1. Que la Ley de Sociedades Anónimas, en los artículos 260 y siguientes,
habla de la disolución y de la liquidación de la sociedad anónima, en
donde describe una serie de operaciones a realizar, entre las que se encuen-
tra, según el artículo 274, el Balance final que deberá someterse para
su aprobación, según el artículo 275, a la Junta general de accionistas
y se publicará en el «Boletín Oficial del Registro Mercantil» y en uno de
los periódicos de mayor circulación. Que en ningún artículo se dice que
el acuerdo de la Junta por el que se aprueba el Balance final deba elevarse
a público y otorgarse la correspondiente escritura pública ante el Notario
correspondiente. 2. Que el artículo 212 del Reglamento del Registro Mer-
cantil tampoco dice nada de que se deba elevar a escritura pública los
acuerdos de la Junta general en los que se aprobó el Balance final. 3. Que
la exigencia del Registrador no deriva de ningún artículo de la Ley de
Sociedades Anónimas ni del Registro Mercantil y se considera que es un
acuerdo interno de la sociedad que no debe elevarse a público, y que
lo único que tiene que tener es trascendencia y publicidad externa, como
ya se hizo en su día, con la publicación del Balance final en el «Boletín
Oficial del Registro Mercantil».

IV

El Registrador mercantil de Barcelona número V resolvió mantener
íntegramente la calificación, en lo que se refiere al defecto señalado en
primer lugar, puesto que el segundo quedó subsanado, al aportarse un
escrito firmado por los Liquidadores en el que manifiestan que han extra-
viado todos los libros de comercio, por lo que no pueden proceder a realizar
su depósito, e informó: 1.o Que en la escritura calificada los miembros
de la Comisión de liquidación, tras hacer una serie de manifestaciones
indicando que han liquidado el Activo y pagado a todos los acreedores,
a excepción de las deudas con los socios que, según manifiestan, han
renunciado a las mismas, se limitan a declarar que terminada la liquidación
el Balance final fue aprobado en una Junta celebrada el 8 de marzo de
1993. 2.o Que las sociedades de capital para proceder a su extinción,
deben acordar su disolución y liquidación (artículos 260 y siguientes de
la Ley de Sociedades Anónimas). Que acordada la disolución de la sociedad
por cualquiera de las causas previstas en el artículo 260 de la Ley de
Sociedades Anónimas y nombrados los Liquidadores, la sociedad no queda
automáticamente extinguida, sino que se abre un nuevo período en la
vida de la sociedad (período de liquidación), en el que los Liquidadores,
sustituyendo a los Administradores, deben continuar las operaciones
comerciales pendientes y proceder a realizar los bienes sociales, satisfacer
a los acreedores y elaborar un Balance final que deben presentar a la
Junta de socios para su aprobación, a través del correspondiente acuerdo
social, que es de una especial relevancia y trascendencia tanto para los
socios, como para los terceros, como para la propia sociedad, ya que cierra
el período de la vida social. Que, por tanto, para proceder a cancelar
la inscripción de la hoja abierta a una sociedad anónima y dar de esta
manera publicidad a su extinción, debe acreditarse que se ha adoptado
válidamente el correspondiente acuerdo aprobando el Balance final, esto
es, que la Junta fue debidamente convocada, acreditándose la observancia
de los requisitos legales (artículo 97 de la Ley de Sociedades Anónimas)

y, en su caso, estatutarios de convocatoria, que concurrió a la Junta el
quórum de socios necesario para quedar válidamente constituida, etc. Que
el Registrador mercantil antes de proceder a la inscripción del documento,
tiene la obligación de calificar la validez de su contenido, por lo que deben
proporcionársele los documentos necesarios para calificar su validez (ar-
tículos 7 y 107.2 del Reglamento del Registro Mercantil). Que se considera
que en el escrito del recurso no se contesta a la calificación de la escritura,
pues en ella se pide que se acredite la válida adopción del acuerdo de
aprobación del Balance final, pero en ningún momento se pide que se
eleve a público o que se otorgue la correspondiente escritura pública ante
Notario. Que para acreditar la válida convocatoria de la Junta, por ejemplo,
bastará con aportar los correspondientes anuncios de convocatoria. Que
no se discute un problema de titulación formal, sino la no acreditación
del acuerdo social, debiendo rechazarse la opinión de los recurrentes de
que se trata de un mero «acuerdo interno». Que se considera que no puede
entenderse que haya un olvido o laguna del legislador de modo que pueda
interpretarse que para inscribir otros acuerdos sociales sí deba acreditarse
la válida adopción del mismo (Resolución de 4 de diciembre de 1991 y
no de 4 de diciembre de 1994, como por error material se indicaba al
pie del documento) y, sin embargo, para extinguir una sociedad, acto de
señalada trascendencia, no sea necesario acreditar la válida adopción del
acuerdo social del que trae causa y baste una simple manifestación del
Liquidador o Liquidadores no apoyada documentalmente de que se adoptó
un acuerdo social en una fecha determinada.

V

Los Liquidadores recurrentes se alzaron contra la anterior resolución,
manteniéndose en sus alegaciones: Que en realidad lo que el Registrador
discute no es la no acreditación del acuerdo social que aprueba el Balance
final, sino la forma en que se tomó dicho acuerdo para calificar si fue
válido o no. Que la Ley de Sociedades Anónimas y el Reglamento del
Registro Mercantil, en ningún lugar obliga a elevar a público el acuerdo
en el que se aprueba el Balance final, ni obliga a manifestar en qué forma
se tomó dicho acuerdo, lo único que obliga la Ley de Sociedades Anónimas
es a manifestar que dicho Balance se sometió a la Junta de accionistas
y que fue aprobado por la misma. Que se considera que si la Junta no
fue correctamente convocada o adoleció de algún vicio, el único que está
legitimado para recurrir los acuerdos válidamente adoptados son los pro-
pios accionistas, pero sin que sea lícito que el Registrador en un exceso
de formalismo vaya más allá de lo pedido por la Ley y exija los requisitos
no contemplados en la misma.

Fundamentos de Derecho

Vistos los artículos 274, 275, 276, 277, 278 y 279 del texto refundido
de la Ley de Sociedades Anónimas, y los artículos 97, 107 y 212 del Regla-
mento del Registro Mercantil, aprobado por Real Decreto 1597/1989, de
29 de diciembre.

1. En el supuesto de hecho del presente recurso los miembros de
la Comisión liquidadora de una sociedad anónima, al formalizar la escritura
de extinción de la sociedad, hacen la manifestación de que el Balance
final ha sido aprobado por la Junta general y publicado en el «Boletín
Oficial del Registro Mercantil» y en determinado periódico.

Entiende el Registrador mercantil que no es suficiente tal manifestación
de los Liquidadores, sino que es preciso que se acredite en forma la válida
adopción del acuerdo de la Junta general por el que se apruebe el Balance
final de la sociedad.

2. Si se tiene en cuenta la clara literalidad del artículo 212.2.1.a del
Reglamento del Registro Mercantil, que se limita a exigir que en la escritura
de extinción de la sociedad conste la manifestación de los Liquidadores
de que ha sido aprobado y publicado en el «Boletín Oficial del Registro
Mercantil» y en uno de los diarios de mayor circulación en el lugar del
domicilio social, el Balance final de liquidación, mientras que requiere
que se acredite la fecha de las respectivas publicaciones, carece de sentido
la exigencia debatida. Concretada la trascendencia del Balance final de
liquidación en un acto de relevancia meramente interna, como queda
demostrado porque la legitimación para su impugnación se circunscribe
a los socios (artículo 275.2 de la Ley de Sociedades Anónimas) y porque
la protección de los terceros en el proceso extintivo tiene lugar mediante
la prohibición del reparto del Activo sin que se hayan satisfecho todos
los acreedores o consignado el importe de sus créditos (artículo 277.2.1.a de
la Ley de Sociedades Anónimas), la manifestación de los Liquidadores
sobre el hecho de la aprobación, junto con la preceptiva acreditación de
la fecha de publicación, debe considerarse como suficiente garantía, habida
cuenta, además, que todo ello tiene lugar bajo responsabilidad de los Liqui-
dadores (artículo 279 de la Ley de Sociedades Anónimas) y sin perjuicio
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de la obligación complementaria, que a aquéllos incumbe, de depositar
en el Registro Mercantil los libros de comercio y los demás documentos
relativos al tráfico de la sociedad (artículo 278 de la Ley de Sociedades
Anónimas), en los cuales constarán las circunstancias relativas al acuerdo
de aprobación del Balance de liquidación.

Esta Dirección General ha acordado estimar el presente recurso, revo-
cando la decisión y la nota del Registrador.

Madrid, 9 de junio de 1998.—El Director general, Luis María Cabello
de los Cobos y Mancha.

Sr. Registrador mercantil de Barcelona número V.

16760 RESOLUCIÓN de 10 de junio de 1998, de la Dirección Gene-
ral de los Registros y del Notariado, en el recurso guber-
nativo interpuesto por el Notario de Madrid don José Amé-
rigo Cruz, contra la negativa del Registrador mercantil
de Madrid número XV, don Juan Pablo Ruano Borrella,
a inscribir una escritura de constitución de sociedad de
responsabilidad limitada.

En el recurso gubernativo interpuesto por el Notario de Madrid don
José Amérigo Cruz, contra la negativa del Registrador mercantil de Madrid
número XV, don Juan Pablo Ruano Borrella, a inscribir una escritura de
constitución de sociedad de responsabilidad limitada.

Hechos

I

Con fecha 19 de junio de 1995, y ante el Notario de Madrid don José
Amérigo Cruz, se otorgó escritura de constitución de la sociedad de res-
ponsabilidad limitada denominada «Delirios Bar, Sociedad Anónima». En
los Estatutos sociales aparece la siguiente norma:

«Artículo 11. La Junta general, sin necesidad de modificación esta-
tutaria y cumpliendo los requisitos legales, podrá optar entre los siguientes
modos de organizar la administración: a) Administrador único. b) Con-
sejo de Administración. c) Varios Administradores que actúen conjun-
tamente. d) Varios Administradores que actúen solidariamente.»

II

Presentada dicha escritura en el Registro Mercantil de Madrid, fue
calificada con la siguiente nota: «No se determina en Estatutos el número
máximo de Administradores mancomunados y solidarios (artículo 124.3
del Reglamento del Registro Mercantil). Madrid, 5 de julio de 1995.—Fdo.
Juan Pablo Ruano Borrella».

III

El Notario autorizante de la escritura, don José Amérigo Cruz, interpuso
recurso de reforma contra la anterior calificación, alegando la inaplica-
bilidad al supuesto debatido del artículo 124 del Reglamento del Registro
Mercantil, porque la remisión efectuada por el artículo 174.8 del mismo
Reglamento está derogada por la Ley 2/1995, de 23 de marzo, norma pos-
terior y de rango superior. Argumentaba igualmente que, de hecho, el
Registrador no aplica dicho artículo, que obligaría a fijar la duración del
cargo o a escoger estatutariamente una de las formas de administración
en él previstas e impediría, por ejemplo, la designación de más de dos
Administradores conjuntos. De todo el precepto, sólo aplica la exigencia
de determinar un número mínimo y máximo de Administradores, y frente
a ello, recordaba: a) Que la remisión del artículo 174.8 es desarrollo
reglamentario del artículo 11 de la antigua Ley de Sociedades Limitadas,
que imponía la aplicación a los Administradores de dichas sociedades
de la Ley de Sociedades Anónimas. Hoy, la exposición de motivos de la
nueva Ley recuerda que ni la Ley de Sociedades Anónimas ni ninguna
otra tiene el carácter de derecho supletorio. b) Que la exigencia de la
determinación de un máximo y un mínimo en el número de Adminis-
tradores es una exigencia de la Ley de Sociedades Anónimas que falta
en la de Sociedades de Responsabilidad Limitada; y c) Que preside la
interpretación de la nueva Ley «la flexibilidad de su régimen jurídico»,
y terminaba solicitando la aplicación del artículo 15 del Reglamento del
Registro Mercantil por si otros Registradores del sector no compartían
la opinión del autor de la nota recurrida.

IV

El Registrador, después de hacer constar que el recurso había sido
puesto en conocimiento de los cotitulares del sector, en virtud de lo dis-
puesto en el artículo 15 del Reglamento, y que también por ellos había
sido rechazada la inscripción, decidió mantener su calificación con base
en los siguientes argumentos: Que aunque es evidente que el supuesto
no está claramente resuelto en la normativa aplicable, no debe entenderse
derogada la exigencia del artículo 124.3 del Reglamento del Registro Mer-
cantil; que sí lo está la estructura rígida del órgano de administración,
remitida por el artículo 174.8 del mismo texto legal porque está rotun-
damente recogido el nuevo criterio en el artículo 57.2 de la Ley de Socie-
dades Limitadas, pero que no se puede olvidar que aún seguía ahí el artícu-
lo 177 del repetido Reglamento: «En lo no previsto en los artículos ante-
riores, serán de aplicación a la sociedad de responsabilidad limitada, en
cuanto lo permita su específica naturaleza, los preceptos de este Regla-
mento relativos a la sociedad anónima». Que profundizando un poco más
en el alcance derogatorio de la Ley de Limitadas en este punto, debe
tenerse presente que el Reglamento del Registro Mercantil es un Regla-
mento ejecutivo o también denominado de desarrollo de la Ley, es decir,
ésta enumera unos principios básicos para que sea la Administración quien,
reglamentariamente, precise todo el casuismo de desarrollo de la cuestión.
La derogación de tales normas exige el cumplimiento de requisitos muy
precisos, en cuanto a identidad de materia y destinatarios, e incompa-
tibilidad de contenido, exigidos por la Ley, la jurisprudencia y la doctrina,
que no se dan en el presente caso; y que, por todo ello, es más que dudosa
la derogación de la discutida exigencia del artículo 124.3 del Reglamento
del Registro Mercantil por la nueva Ley de Sociedades Limitadas. Que
la propia Ley de Sociedades Limitadas, en su artículo 57, exige que el
pacto estatutario sea el que determine el modo o modos en que se organiza
la administración y, dando mayor movilidad a la Junta general, respecto
de la normativa anterior, permite que ésta escoja, sin necesidad de modi-
ficación estatutaria, entre los distintos sistemas configurados allí, pero
sin que la Junta pueda llegar a más, es decir, no puede configurar ella
el sistema, que debe haber quedado cerrado en el pacto estatutario. Un
claro apoyo a esta interpretación se encuentra en el párrafo segundo del
número 1.o del propio artículo 57, que sólo permite a la Junta fijar el
número mínimo y máximo de sus componentes en el caso del Consejo
—si no constara en Estatutos—, precisamente porque ya existe un mínimo
y un máximo legal que nunca podrá vulnerar (tres y doce), lo que no
ocurre respecto de los Administradores mancomunados y solidarios. Y
esta interpretación no puede entenderse como descabellada, pues la Ley
de Sociedades Anónimas de 1951 y el Reglamento del Registro Mercantil
de 1956, admitiendo, como ahora hace la Ley de Limitadas, la alternancia
de sistema de administración a elección de la Junta, exigían, sin embargo,
la constancia en los Estatutos del número mínimo y máximo (artículos
72 de la Ley citada y 102.4 de aquel Reglamento). Que no es argumento
en contra la pretendida flexibilidad de la nueva Ley de Sociedades Limi-
tadas, porque los conceptos flexibilidad e indeterminación no son equi-
valentes: Flexibilidad, en el caso que nos ocupa, es permitir a la Junta
la opción entre los distintos sistemas claramente determinados en los Esta-
tutos, con un número máximo para los Administradores mancomunados
y solidarios. Si fuera ella quien fijara dicho número, sería indeterminación.
Y que a todo ello habría que añadir un criterio de prudencia: Dados los
efectos de la inscripción en el Registro Mercantil y a la espera de un
Reglamento que se pronuncie rotundamente sobre esta cuestión, lo más
adecuado es exigir que en los Estatutos conste la citada determinación.

V

El recurrente interpuso recurso de alzada contra la decisión del Regis-
trador alegando: Primero.—La remisión que el artículo 174.8 del Reglamento
del Registro Mercantil hace al artículo 124 de la misma norma debe enten-
derse derogada, porque tenía su fundamento en el artículo 11 de la dero-
gada Ley de Sociedades Limitadas, tal y como quedó redactada en 1989
y es evidente que la nueva Ley no tiene ningún precepto semejante. Además,
se dan todos los requisitos que la jurisprudencia y la doctrina citadas
en el acuerdo recurrido exigen para la derogación, porque hay identidad
de materia y de destinatarios y, sobre todo, incompatibilidad entre la norma
reglamentaria y la legal, porque: a) La exposición de motivos de la nueva
Ley, evidentemente importante para su interpretación, apartado I, 2, deja
perfectamente claro que ni la Ley de Sociedades Anónimas ni cualquier
otra mercantil especial tienen el carácter de derecho supletorio y si por
vía reglamentaria se diese a la Ley de Sociedades Anónimas ese carácter
de derecho supletorio, se traicionaría el sentido de la Ley de Limitadas.
b) Sobre todo, en la nueva Ley, y en concreto, en su artículo 57, hay
un precepto específico cuyo sentido no puede ser el que pretende darle
el acuerdo recurrido: «En caso de Consejo de Administración, los Estatutos


